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Introducción
El mundo del trabajo ha sido impactado por profundos cambios en el sistema productivo, en las transformaciones tecnológicas y en las formas de organización, representatividad y responsabilidad como actor social en las últimas tres décadas. Asimismo, en su valoraciones, sentido e importancia en las políticas públicas.
El objeto de este trabajo es realizar un análisis de estas transformaciones de cara a cómo impactan en el replanteo de la cuestión social en la América Latina de hoy, identificando las dimensiones éticas de la concepción del trabajo que están en juego. Para ello, vamos a desarrollar cuatro puntos tratando de demostrar que la posición que se tome sobre la cuestión del trabajo es crucial en el debate sobre ética y desarrollo y sobre  los nuevos rumbos posibles hacia sociedades más inclusivas.
1. Cambio epocal y replanteo de la cuestión social

2. Crisis de hegemonía del modelo neoliberal y contexto de oportunidad 
3. Hacia un modelo de desarrollo centrado en el empleo de calidad

4. Los actores en la construcción de un nuevo rumbo
1. CAMBIO EPOCAL Y NUEVA CUESTIÓN SOCIAL
A fines del siglo XIX surge la denominada cuestión social, con la industrialización y el avance del capitalismo sobre la sociedad tradicional. La transformación que venía siendo operada gracias a este proceso de creciente capitalización de las relaciones sociales, iba a generar nuevos actores sociales y una acentuada proletarización en los centros urbanos.

Esta cuestión social se centraba en las condiciones de explotación de la masa trabajadora y de malas condiciones de trabajo. Desde distintas perspectivas se vinculaba la explotación a la problemática de la alienación del trabajador respecto de su producto y de las necesidades de recrear un nuevo orden que pusiera fin a la hegemonía burguesa en el control de la producción. Esto daba lugar a la formación de partidos y movimientos socialistas y populares, al conflicto capital-trabajo y a una acentuada polarización a partir del bloque soviético emergente. 

Se generaba así una contraposición muy fuerte entre individualismo y colectivismo como antropologías distintas, en tanto diversas formas de ver la cuestión social, la persona humana, el sentido del trabajo y la política. 
Esta tensión va a comenzar a modificarse a partir de la crisis del capitalismo de laissez faire de la década del ‘30, con el surgimiento paulatino de lo que se denominó el Estado de Bienestar. En su configuración latinoamericana, el Estado de Bienestar y el modelo de sustitución de importaciones van a replantear la cuestión social: el conflicto obrero pasa de ser una cuestión policial a ser una cuestión de derechos, reglamentada y regulada jurídicamente -el derecho laboral. De hecho, incluso los Estados van a empezar a llamarse Estados Sociales de Derecho y no sólo Estados de Derecho posición en que contribuyó en su momento el pensamiento social de la Iglesia. El movimiento obrero va a pasar a ser un actor reconocido y hasta protagónico en las reformas sociales e institucionales -negociaciones colectivas y pactos  sociales, entre otros. Es la configuración de un capitalismo nacional mixto, regulado estatalmente, que se denominó sociedad asalariada: donde teóricamente todo el mundo va a estar bajo el contrato de trabajo y, en todo caso, los sectores pobres o excluidos van a tender a la incorporación a la sociedad asalariada, que es la sociedad de los seguros sociales: educación, salud, seguridad social.
Ahora bien, desde mediados de los ’70 se va a producir lo que se da en llamar un cambio epocal, una mutación de las características del capitalismo nacional industrial (modelo de sustitución de importaciones, nacional-popular y desarrollista) que caracterizó la vieja cuestión social. Se produce el surgimiento de la “segunda globalización” que configura un mundo de economías más abiertas, sobre todo en lo financiero, comercial y de capitalismo “salvaje”, precisamente por esa falta de regulación ético-pública de los mercados. Entonces, de estas sociedades industriales, de pleno empleo, asalariadas, taylo-fordistas, se va a pasar a sociedades postindustriales, de servicios, de información, más heterogéneas, desiguales y postfordistas-toyotistas, donde van a primar los procesos de deslocalización de la producción, tercerización y desnacionalización de las empresas, caracterizadas por una lógica de bajar los costos y, sobre todo, los costos laborales/salariales. 

En este cambio epocal, otro aspecto de significación es el pasaje de sociedades muy reguladas por Estados nacionales -con burguesías y actores nacionales como gremios, iglesias, fuerzas armadas, movimiento estudiantil, etc- a sociedades que podríamos llamar post-nacionales en sentido del debilitamiento de los Estados para regular sus economías; y de la creciente importancia de un plexo de poder trasnacional vinculado a actores y organismos multilaterales (FMI, OMC, Banco Mundial) y empresas trasnacionales con influencia en las políticas de los Estados así como los grandes medios de comunicación. Al mismo tiempo, se establece la configuración de bloques regionales -NAFTA, UE, ASEAN, Mercosur, etc.- lo que va a significar una cesión de poder o de competencia de los Estados nacionales y una cierta configuración de poder global a través del G7 – G8 que van a comenzar a ejercer un liderazgo en la orientación de este proceso de globalización.
Este cambio va a promover el pasaje de la vieja a la nueva cuestión social que va a estar vinculada a problemas de desempleo estructural, precarización, vulnerabilidad de los sujetos y, en todo caso, a la problemática de la exclusión. No es que desaparezca la explotación o las malas condiciones de trabajo, sino que se incorpora una dimensión muy estructuradora del campo social, que es la del conflicto inclusión – exclusión, y esto es lo que hace a la nueva cuestión social. También es importante consignar la importancia que cobra en éste período la existencia de un cambio cultural significativo introducido que apuntaba a concebir al ciudadano como consumidor. La perspectiva que se intentaba socializar era la de la falta de significación del esfuerzo, del trabajo para lograr fines, la pérdida de sentido de la satisfacción diferida del sacrificio, así como la falta de valoración de la experiencia y, a la vez la promoción de la transgresión, de una juventud exitosa pero en términos de acceso rápido a consumos del primer mundo, de ausencia de solidaridad y una ética social reducida a una sociedad de ganadores y perdedores. 

Lo cierto es que las sociedades quedan segmentadas entre los que forman parte del sector trabajo de calidad, que tienen algún tipo de seguro social, y oportunidades de progreso social, y aquellos que están desempleados, o en situación muy precaria, vulnerable respecto del mercado de trabajo y que son asistidos por los Estados o por la solidaridad de ONGs, iglesias u otro tipo de instituciones, y que de ese modo entran en el círculo de reproducción intergeneracional de la pobreza. Si la anterior conflictividad se centraba en la explotacion, alineación, capitalismo-socialismo, clasismo, la fábrica como espacio principal del conflicto, la nueva cuestión plantea nuevas identidades y lógicas sociales, el territorio, el barrio, y conflictividades que no se dan solo en el mundo del trabajo. 

Esta dimensión de inclusión - exclusión social no segmenta a la sociedad en clases, sino que son múltiples los clivajes que recortan este conflicto. En todo caso, tampoco es un problema de fácil resolución en la medida en que las economías son ahora más abiertas y competitivas de lo que eran en la sociedad previa. Y dado que parece inevitable competir, los gobiernos y bloques más poderosos tienden a generar empleo de mejor calidad en sus países a costa del desempleo y la primarización de la economía de los más débiles.

Ahora bien, ¿cuál sería la explicación de esta involución de muchos de los derechos sociales respecto de las situaciones de mayor homogeneidad e igualdad que supieron encontrarse hasta mediados de los ’70? Recordemos que la distribución funcional del trabajo era 50/50, hoy probablemente esté en un 70 % a favor del capital y 30 % a favor del trabajo. La distribución del ingreso es ahora muy desigual y muchos organismos multilaterales señalan que el 6 por ciento de la población de América latina consume igual cantidad que el 94 por ciento restante (CEPAL).

La explicación de este cambio es compleja, tiene diversos factores, pero está asociada a cómo se resuelve políticamente la crisis del Estado de Bienestar desde la década del ‘70. Recuerdemos que entonces había procesos inflacionarios poco controlables y, al mismo tiempo, existía en ese momento una lucha redistributiva fuerte entre sindicatos, empresarios y el Estado acerca de quién pagaba esa inflación, porque existía una suerte de equilibrio de poder entre capital y trabajo. 
A su vez, a nivel central existía la preocupación por el desafío planteado por los países productores de petróleo (OPEP) que tenían la capacidad de acrecentar su precio y los niveles de producción y al  mismo tiempo existía una cantidad muy importante de petrodólares a reciclar por los bancos, por lo cual empieza a darse la combinación de factores que van a dar lugar a una respuesta conservadora a la crisis del Estado de Bienestar (Petrella, 1994). Respuesta donde va a predominar la visión neoclásica en favor de los mercados y sus leyes, aparentemente neutras e ineluctables. Esto conlleva un brusco pasaje de la economía basada en la demanda agregada (keynesiana-cepaliana) a la economía basada en la oferta (neoclásica-orotodoxa), a aumentar bajo toda consideración la rentabilidad del capital y, por lo tanto, a favorecer todo lo que sea desregulación, reducción de impuestos, flexibilización y apertura, con el consecuente debilitamiento de los colectivos de trabajadores y disciplinamiento de la fuerza de trabajo. 
A su vez, este gran reciclado de petrodólares a través del sistema bancario mundial vía endeudamiento a tasas bajas, va a tener un efecto cualitativo sobre el poder económico mundial, pasando a un predominio del capital financiero sobre el productivo. Si el sistema anterior era productivo, este va a ser especulativo; la economía virtual va a ser el espacio donde más ganancias en menos tiempo se realicen, en detrimento de la economía real. Así, se va a subordinar la economía productiva a esta economía financiera sin ninguna dimensión ética ni responsabilidad social. 
Por otra parte, la necesidad de los países centrales de no depender de los productores de bienes energéticos va a dar lugar a producir más inversiones en ciencia y técnica y a operar un nuevo salto tecnológico que va afectar las formas de producción. Una nueva revolución tecnológica emerge –la tercera- que es fuertemente informática, que traerá aparejada un proceso de facilitar la desconcentración, deslocalización de las empresas, la robotización e informatización, que va a cambiar la composición de la clase trabajadora y a reducir mano de obra, haciendo el proceso de trabajo más inmaterial, técnico, trasnacional e informático. 

Se crea entonces con cierta funcionalidad para estas orientaciones la imagen del “fin del trabajo” (Rifkin, 1996), basada en la idea que la tecnología habría alcanzado el momento en que el capital podría prescindir paulatinamente del trabajo: así, la revolución de la técnica, el capitalismo de libre mercado y la democracia pluralista marcaban un punto de no retorno, todo lo cual parecía marcar el fin de la historia. 
En suma, ya en los ’70 se produce el ascenso de ascenso de esta ideología neoliberal, que platea que la resolución de los conflictos se dabe dar por la vía de “menos Estado, más mercado”. Finalmente, a comienzos de los ‘90 se va a producir la hegemonía del capital concentrado y de este modelo de dominación a nivel nacional y global que, en el sentido gramsciano, constituye hegemonía, al postular, como válida para todo el mundo un interés general, una concepción que en realidad interesaba a determinados intereses particulares, países y sectores: el modelo neoliberal. 
Esta hegemonía en la región se apoyó en al Consenso de Washington, que va a marcar el camino, el rumbo a seguir durante la década de los ‘90 en la mayoría de los países (privatizaciones, Plan Brady para bajar deuda, apertura de mercado, descentralización, etc.), y también muy fuertemente en el papel de los medios de comunicación en generar sentido común sobre el Estado como el denominador común de los problemas a resolver. Era muy difícil apartarse de esta visión prometeica, técnico-eficientista que planteaba que se habían acabado los conflictos por las ideologías, que todo se podía resolver en el capitalismo de libremercado y  de democracia polárquica. La caída del Muro de Berlín parecía dar veracidad al fin de la historia, ya que con la caída del régimen soviético cayó también -de alguna manera- un modelo que hacía de contrapeso, manteniendo la utopía socialista. A partir de ese momento, no hubo ninguna compensación de poderes para evitar el avance de un capitalismo salvaje. Incluso, cesaron las ayudas sociales que antes se realizaban desde los países desarrollados a los en desarrollo para evitar el avance del comunismo. Paradojalmente, en la posmodernidad (definida como fin de los grandes relatos) aparecía un nuevo relato no político sino económico, individualista, vinculado a utopías de consumo, competitividad personal  y de acceso. Lo que parecía una especie de cambio de clima ideológico, no era en el fondo sino un relato posmoderno de dominación, cuya macroeconomía era neoclásica y cuya lógica estaba dada por la importancia de lo financiero, de los organismos multilaterales de crédito, de las grandes empresas trasnacionales en la definición del conjunto de las economías nacionales. Así, todos los sectores productivos y sociales debían ajustarse a las reglas que dictaba el mercado. 
Esto estaba vinculado a un paradigma sociolaboral de flexibilización y desregulación del trabajo que concebía al mismo como mercancía y costo y no como una relación social y  valor subjetivo. Se sostenía en la primacía de la perspectiva utilitarista, de la maximización de las libertades individuales que generaría ventajas para el conjunto y en la meritocracia y la  igualdad de oportunidades brindada por la educación, desestimaba la intervención estatal en la redistribución. En este sentido, si la subjetividad del trabajo interpelaba al hombre en tanto creador y partícipe de los procesos de transformación de la realidad a través del trabajo, brindándole ciudadanía, dignidad, integración social y familiar, el nuevo paradigma llevó a considerar que cuanto más flexible fuera el empleo mejor, porque supuestamente más trabajo iba a haber y, sobre todo, más ‘derrame’ iba a producirse hacia los sectores menos aventajados. En esas circunstancias de movilidad descendente, de falta de trabajo, va a comenzar a pesar el recorte de futuro para muchos, una sensación de desesperanza, de que ninguna otra cosa era posible, o que en todo caso, la política sólo puede seguir los dictados de los mercados porque en cuyo caso los resultados serían peores. La abdicación de la política vino de la mano de la crisis del trabajo. 
Así el trabajo se transformó, por obra de los organismos multilaterales, en variable de ajuste de los programas monetarios. Si era necesario equilibrar la balanza de pagos o la crisis fiscal reduciendo empleo, se lo hacía. El logos lo marcaba la economía financiera-monetaria que se basaba en la idea que el empleo era una mercancía que se podía stockear. Las consecuencias de esto seguramente han sido analizadas en cuanto a la desestructuración del mercado de trabajo, las tasas de desempleo estructural de dos dígitos durante una década, el debilitamiento de los movimientos sindicales, en parte también cooptados por el clima de negocios que ofrecían las privatizaciones y el retroceso en las leyes laborales. Todo esto hacía a la hegemonía del pensamiento neoliberal, a la idea del pensamiento único, de determinismo, y fue muy penetrante en casi todos los sectores. Esta nueva cuestión social tomó por sorpresa a casi todos los actores y, en particular, al movimiento obrero.
2. CRISIS DE HEGEMONIA Y CONTEXTO DE OPORTUNIDAD 
Este fuerte economicismo, este determinante financiero de las relaciones humanas, no podía llevar sino a tensiones crecientes, crisis financieras y cuestionamientos generalizados. Primero, fueron protestas de desempleo en zonas muy periféricas afectadas por privatizaciones, luego fueron acercándose al centro, junto con la pérdida de credibilidad en las instituciones y una profunda crisis de representación en la mayoría de los países de la región que fue agudizándose en la medida que el recorte de futuro para muchos era cada vez más fuerte. 

Pero ¿por qué no se modificaba este “piloto automático”, esta rigidez del modelo? En el caso argentino, la Ley de Convertibilidad aparecía como algo que no podía ser cambiado, ya sea a riesgo de sufrir una catástrofe o por la sensación de seguridad ilimitada que parecía prestar el sistema financiero. Así, un instrumento que podía ser bueno en un momento dado (ej, convertibilidad) se transformó en una ideología, en un fundamental que no podía ser alterado. 
Pero lo cierto es que esta situación de capitalismo “casino” especulativo comenzó a generar crisis a fines del Siglo XX, sobre todo a nivel de los países periféricos (Malasia, Brasil, Rusia, Ecuador) que fueron los más atacados por las burbujas especulativas, que asociaban a un país emergente con un gran punto de crecimiento de los bonos, en el arbitraje entre monedas, de las inversiones, de las privatizaciones; y, cuando asomaban algunas tensiones con respecto a la capacidad de pagar deuda por el volumen exportable (el “riesgo país”), o el déficit fiscal, huían en “comportamientos de manada” hacia otros lugares, dejando el tipo de cambio desestabilizado así como el conjunto de esas economías. 

La crisis Argentina es paradigmática de las crisis globales en ese sentido: el default que culmina en el inicio del nuevo siglo llevó a una situación económica de endeudamiento creciente que se resolvía con cambio de la deuda vieja por deuda nueva, a lo que se sumaba el gran déficit fiscal por la reforma previsional. A esto se sumó el problema de competitividad, dado que, con el tipo de cambio 1 a 1 en un mercado abierto e irrestricto, era más fácil importar que exportar, especular que invertir y fugar capitales que reproducir hacia adentro. Eso llevó, con la negación de los Estados Unidos a seguir financiando la deuda de países con “riesgo moral” (moral hazard), es decir de nuevos salvatajes, a la fuga precipitada y luego al “corralito” y a la crisis del sistema financiero. 

En lo político, esto significó el creciente desprestigio de las instituciones públicas, el aumento de la distancia representantes-representados desencadenando en una crisis de representatividad que nos llevó al “que se vayan todos”. En la dimensión ético-cultural, el correlato fue una sociedad individualista, consumista y endeudada, donde no se sabía cuál iba a ser el destino del país, o si la nación misma iba a tener destino. Esa era una pregunta sensata, porque en el mismo momento, en el Fondo Monetario Internacional se alimentaba la idea de la “quiebra de las naciones” (recordemos la tesis de Anne Krueger) por la cual el país podía llegar a ser gerenciado por un comité de expertos y tenía que responder como empresa fallida ante sus acreedores. 

Afortunadamente, no sucedió así, sino que se produjo un ‘estrecho sendero’ (García Delgado, D., 2003) de salida de la crisis más importante de la historia. Pero hay elementos que mostraron que los problemas de crisis de hegemonía no sólo comenzaron a evidenciarse en Argentina, sino que también son parte de una situación más amplia y podemos sintetizarlos brevemente de la siguiente manera: 

i. En primer lugar, en el plano económico global, las crisis financieras desde la segunda mitad de los ’90 en sociedades periféricas y luego en las centrales (desde el Tequila hasta Enron) y en la implosión de la lógica de especulación financiera y de la promesa tecnológica fallida de lograr un salto de ventas y prosperidad vía la sociedad de la información, no sólo pusieron en cuestión la moralidad de las grandes empresas trasnacionales sino que además demostraron la necesidad de algún tipo de Estado para regular la economía y, más que eso, que son necesarias otras regulaciones e instituciones internacionales para evitar desequilibrios crecientes en todos los planos a nivel mundial: demográfico-migratorio, social, ambiental, económicos y políticos. 

ii. En segundo lugar, la crisis del concierto neoliberal y del Consenso de Washington se pone también en evidencia a partir de los atentados a las Torres de Nueva York y la “securitización” de la agenda global, con los ataques a Afganistán e Irak, y disminución del poder blando hegemónico. 

iii. El cuestionamiento del rol de los organismos multilaterales en la medida en que, con su accionar y condicionamientos, muchas veces ayudaron a profundizar las crisis periféricas -por ejemplo, con las recetas procíclicas- y a diluir los restos de soberanía de las naciones más que a cumplir con su papel de prestamistas de última instancia.
 En todo caso, su autoridad técnica ya no es omnímoda, no es ya un logos de racionalidad de expertos de carácter universal, y los intereses con que están comprometidos aparecen más visibles. A ello se suma el criticismo extendido sobre la arquitectura financiera de posguerra y sobre las reglas comerciales asimétricas propuestas por la Organización Mundial de Comercio.  De esta forma, hoy hasta los economistas moderados critican los comportamientos procíclicos de las recetas del Fondo; incluso hoy grupos como el G-20 que puedan cuestionar con éxito el doble estándar de la OMC en el neoproteccionismo de la cobertura de producción primaria central.

iv. El surgimiento de nuevos poderes económicos, actores intergubernamentales  y movimientos sociales constituye un elemento novedoso en el escenario global que trastoca las estrategias que, durante el modelo neoliberal, fueron operativas, alterando el horizonte de “los felices ‘90”. Así, la importancia creciente de las potencias emergentes denominadas BRIC´s (Brasil, Rusia, India, China), el crecimiento exponencial de China y el surgimiento de actores gubernamentales como el G-20, asi como también los movimientos de la sociedad civil que cuestionan esta orientación de la globalización (ej. Foro Social Mundial) ayudan a configurar un escenario distinto al de los ‘90. Esto, muestra otras posibilidades, frente a lo que parecía un relato, un mundo unipolar hegemónico, como por ejemplo las tendencias sur-sur al intercambio y las posibilidades de una multipolaridad. Es decir, hay otros actores y otras lógicas difíciles de integrar en la anterior visión. 

v) Por último, la aparición de gobiernos de centro-izquierda, populares o social demócratas en América Latina, muestran un criticismo de la visión del mundo como mercancía y de la antipolítica. En todo caso, electos a partir del fuerte cuestionamiento al anterior modelo neoliberal y con líderes populares que recuperan prestigio a partir de postular un nuevo relato emancipador. También puede hablarse de la emergencia de una nueva conciencia social y política ciudadana articulada en nombre de la reforma social, del progreso y de una renovada voluntad de integración regional, si bien, al mismo tiempo, un número importante de sociedades de América Latina sigue apegado a estas fórmulas de sociedades de libre mercado. 

Ahora bien, este viraje, por la crisis e implosión del modelo y la emergencia de nuevos gobiernos y políticas va producir que el PBI comience a aumentar a partir del 2003, lo mismo que el empleo en todos los países, generando nuevas expectativas y un clima de oportunidad novedoso. El caso más evidente en ese sentido tal vez sea el de Argentina, que comenzó a tener tasas del 9% anuales, si bien la caída había sido profunda, mientras que Brasil creció en el 2004 un 3,5%. A esta nueva tendencia del crecimiento del PBI se suma, en Argentina una mejora en la tasas de desempleo pasando en 2003 del 21% al 11% en 2006, por lo que no sería impensable llegar a menos de un dígito a fines de este año. 

[image: image1.emf]Año Argentina Brasil Paraguay Uruguay

2000 -0,8 4,4 -0,4 -1,4

2001 -4,4 1,3 2,8 -3,4

2002 -10,9 1,9 -2,3 -10,8

2003 8,7 0,5 2,6 2,5

2004 8,2 5,2 2,8 12,0

Fuente: OMTM, en base a MECON, BCRA, BCB, BCP, INE, CEPAL.

Variación porcentual del PIB real


Por ejemplo, en países del Mercosur, en Argentina y Uruguay los primeros años de la presente década fueron críticos en materia de crecimiento, con fuertes caídas del producto en los años 2001 y 2002, aunque ambos países mostraron a partir del año 2003 una acelerada recuperación de la actividad económica, claramente potenciada en los años 2004 y 2005, con elevadas tasas de crecimiento.

Brasil, en cambio, evidenció durante el período un proceso progresivo de desaceleración económica, que culminó en el año 2003 con el valor más bajo de crecimiento del producto. No obstante, en los últimos dos años, la economía brasileña exhibe una recuperación del ritmo de crecimiento, aunque con tasas menores a las registradas por Argentina y Uruguay.

En Paraguay, finalmente, la evolución de la actividad económica siguió un comportamiento más oscilante, aunque con menores niveles de variación. Como en el caso de los otros tres países, a partir del año 2003 mantuvo incrementos del producto.

Los mercados de trabajo de Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay no sólo revelan importantes diferencias entre sí, sino que incluso exhiben marcadas disparidades internas. Sin embargo, los cuatro comparten buena parte de los principales problemas ocupacionales que aquejan a sus respectivos mercados laborales. Entre ellos, y a pesar del desempeño económico favorable, la desocupación continúa siendo hoy un problema prioritario que afecta a una porción considerable de la fuerza de trabajo de los países del MERCOSUR.

[image: image2.emf]Año Argentina  Brasil Paraguay Uruguay

2000 15,1 7,1 13,8

2001 17,4 6,2 15,3

2002 19,7 11,7 10,8 16,9

2003 15,6 12,3 8,1 16,9

2004 12,1 11,6 10,9 13,4

2005 11,6 10,8 ... 12,2

Fuente: OMTM, en base a INDEC, IBGE, DGEEC, INE.
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Evolución de la tasa de desempleo


No obstante,  teniendo en cuenta las transformaciones en los términos de intercambios comerciales, el clima de mayor sustentabilidad en el manejo macroeconómico y los nuevos gobiernos surge un contexto de oportunidad y de nuevas posibilidades para orientarse hacia otro modelo de desarrollo diferente al de las tendencias predominantes en los últimos treinta años.
3. HACIA UN NUEVO MODELO DE DESARROLLO CON CENTRALIDAD EN EL EMPLEO DE CALIDAD
Ahora bien esta bisagra histórica, este contexto de oportunidad y estas nuevas tendencias cuestionan en principio el pensamiento único reproducido por los OM de los ‘90. Pero la nueva constelación del poder mundial y de actores están dando -al menos en el MERCOSUR ampliado- un síntoma de un nuevo ciclo de desarrollo, que parece más sustentable tanto en el sentido macroeconómico (no volatilidad) como en lo sociopolítico (gobernabilidad).

En esta línea, se abre la posibilidad de pensar que la vinculación entre ética y desarrollo se opera de manera determinante en las respuestas que se den a la problemática de la inclusión exclusión y cómo se supera.  En todo caso tiene que ver con opciones, sobre cuál es la respuesta principal que se puede dar a la nueva cuestión social y aquí podemos enumerar diversas opciones, por ejemplo:

i. Si es “clima de inversión” y posterior derrame, más focalización transparente y responsabilidad de la sociedad civil; 

ii. O si se adopta una política de ingresos del tipo del Ingreso Ciudadano Universal frente a la realidad de sectores excluidos
.
iii. Si se avanza hacia una generalizada incorporación en la Economía Social 
 de los que no están ocupados a partir del presupuesto que este tipo de capitalismo ya no va a incorporarlos;

iv. Otra opción sería trabajar sobre la reducción de la jornada de trabajo para que pueda ser empleada más gente. 

v. O si por el contrario se va a optar por una estrategia que destaque la centralidad de la generación de empleo de calidad  y si bien ésta puede integrar diversas politicas  en todo caso, no se resigna a no considerar el pleno empleo y al  empleo de calidad digno o decente como posibilidad. Es decir al trabajo con derechos (registrado), condiciones y medio ambiente de trabajo razonable y un salario adecuado. Esta perspectiva implica una contribución a la recuperación de la ética y la equidad, que es fundamental porque es en el contexto de los valores donde surge la certeza de que el trabajo –no cualquier trabajo sino el trabajo de calidad/decente- representa un puente sólido que es necesario establecer entre la justicia social y el mercado, que debería hacer posible un desarrollo económico inclusivo (OIT, 2002).  

Por eso, esta última estrategia es más afín a enfoques económicos vinculados a la recuperación del pleno empleo, particularmente a partir de los recursos y posibilidades actuales con que cuenta los estados de la región, y parte además de una perspectiva ética del trabajo distintiva al menos de la que predominara durante los ‘90. 

En principio, concibe el empleo como fuente de dignidad de las personas. Porque el trabajo tiene una base antropológica que muestra que no es lo mismo tener o no tener trabajo, que las personas mediante el mismo transforman la realidad y se transforman a sí mismas y que, a  la vez, la falta de trabajo genera pérdida de autoestima y valoración. No es sólo un problema solo de justa distribución, sino que mediante el trabajo éstas pueden desarrollan sus potencialidades y su creatividad e iniciativa. El trabajo hace a la identidad de las personas, el poder contar con un reconocimiento social y el sentirse valioso para los demás. Mediante el trabajo el hombre se compromete no sólo consigo mismo, sino también con los demás. de allí que no se pueda concebir como mercancía y sujeto sólo a una relación de oferta y demanda. 

Resalta el nexo existente entre el empleo y la condición ciudadana que con empleo de calidad se refuerza porque la constitución de sujetos libres, portadores de derechos y obligaciones en la comunidad política democrática se lleva a cabo mediante el reconocimiento y goce efectivo de derechos, no sólo políticos, civiles o difusos, sino también sociales. De este modo el empleo está asociado al ejercicio efectivo de una ciudadanía amplia, integral, porque como se ha comprobado, las condiciones de trabajo flexibles y precarias durante largo tiempo implican consolidar procesos de dobles estándares en ciudadanía, de gran debilidad de los empleados frente a las patronales, y llevado al extremo, la exclusión de las expectativas de tener empleo favorece dependencias crónicas a punteros y a la configuración de clientelas políticas bajo la lógica de la necesidad y pérdida de autonomía de los individuos y la configuración de economías ilegales. Las relaciones clientelares están en el fondo de la situación estructural de dependencia del individuo para resolver aspectos básicos de su vida que no lo puede lograr por sus propios medios. Así, la gran desigualdad y necesidades generan pérdida de libertad y desciudadanización. 

De éste modo, la caída en la marginalidad de los individuos hace que no haya una evolución progresiva y adquisitiva de derechos, civiles, políticos, sociales y de nueva generación, sino que junto con la consolidación democrática y sus derechos civiles y políticos se haya producido también un retroceso con la pérdida de los derechos sociales, un proceso de desciudadanización debido al desempleo, precarización y laboral. La exclusión sería, en este sentido, un aspecto principal de la debilidad democrática en la medida que puede afectar la gobernabilidad, en cuanto aumenta la imprevisión en la vida cotidiana, la desafección con la política y la distancia entre representantes y representados.


Por ultimo el modelo productivo competitivo exportador si bien goza de consenso, también debe orientarse hacia la cohesión social, porque este concepto se refiere a la reducción de las desigualdades y de las brechas existentes entre sectores sociales y territorios. Ante la ausencia o fuerte deterioro de la cohesión social, se genera pérdida de integración, sociedades fragmentadas y, por tanto, aumento de la conflictividad urbana, violencia, criminalidad, roturas familiares e inseguridad. Y en ello es crucial la falta de empleo -porque como señala Fitoussi- “es el problema más peligroso que puede enfrentar una sociedad en tiempo de paz,” dado que el desempleo masivo persistente actúa como un agujero negro en expansión en nuestros sistemas sociales y devora todas las lógicas de integración. Existe una relación bien documentada entre el nivel y la duración del desempleo: cuanto más elevado es este último, más importante es el número de quienes están desocupados durante mucho tiempo. La exclusión significa un desequilibro social de tal magnitud que tiene necesariamente una inscripción espacial. La crisis económica opera diferencialmente en el territorio a partir de estrías y canales que impactan primero y peor en determinados territorios que configuran bolsones de población excluida.”
 

Ahora bien una estrategia de centralidad del empleo de calidad reconoce cinco variables a considerar y trabajar conjuntamente:

i) La creación de empleo, que tiene que ver con la opción macroeconómica a privilegiar. Si se trata de una macroeconomía ‘productivista’, heterodoxa o si por el contrario basada en la centralidad de la inflación y el clima de inversión de cuño ortodoxo. En el primer caso se privilegia el dinamismo de la economía y la creación del empleo, una inversión público-privada, apuesta a las PyME´s, a la economía social, a aquella parte del capital desconcentrado más endógeno y territorial, que genere tejidos productivos y sociales que derramen más en el territorio. Así podemos mostrar dos opciones: unas productivistas, con más papel y rol del Estado en definir regulaciones, relaciones publico privado, dinamismo de la economía; mientras que otras lo subrogan a un papel más pasivo de asegurar clima de inversión, seguridades jurídicas y reglas convenientes para la inversión externa directa. 

En ese sentido, no puede disociarse la política de empleo respecto del impacto que tiene la orientación macroeconómica sobre el mercado de trabajo. Ello es decisivo, sobre todo en el marco del capitalismo globalizado y más aún cuando se ha demostrado que puede haber crecimiento con aumento del desempleo, de la pobreza como se produjo en los ’90. La creación de empleo de calidad y el modelo de desarrollo están mutuamente imbricados y es difícil hablar de uno sin hacer referencia al otro. En ese sentido, se podría hablar del paso de un modelo de financiarización de la economía y de endeudamiento a otro donde el eje pasa por el sector productivo (Basualdo, Aspiazu, 2002).

La macroeconomía heterodoxa, con un tipo de cambio competitivo y flexible, con retenciones, con política fiscal que apunta a lograr superávit mellizo (fiscal y comercial), ha permitido configurar otro modelo de valorización productiva que genera condiciones no sólo para un alto y sostenido crecimiento del producto sino también para una rápida creación de empleo con alta elasticidad en los primeros años de salida de la crisis. De éste modo, la sustitución de importaciones y el aumento de exportación ha generado sobre el mercado de trabajo una inflexión en las tendencias registradas en los ’90.

La sustentabilidad del modelo debe incluir un adecuado nivel de empleo y de calidad del mismo y, para ello, es necesario tomar en cuenta algunas variables clave que inciden en la generación de empleo:

- Con el perfil de especialización: de sus características dependerá la intensidad de la demanda de mano de obra y de calificación técnica de la misma. Si se privilegia sólo la producción y exportación de commodities agrícolas e industriales, la elasticidad será más baja y las fracturas sociales serán más difíciles de modificar. Esta cuestión se vincula con qué fuerza se le dará al mercado interno, al consumo y a la generación de valor industrial endógeno, dado que el problema del modelo de los ‘90 no fue sólo la concentración y el desempleo estructural sino también la primarización. Con cuáles son las cadenas de valor, las apuestas tecnológicas y cómo se va a operar en el gran engranaje de la competitividad global y con qué fortalezas. 

- El papel de la obra pública es central desde el momento en que es una atractiva fuente para canalizar la inversión, estimular el aumento de la oferta privada y, por consiguiente, la generación de empleo de calidad. Asumir el desarrollo de la obra pública como puntal del desarrollo implica que el Estado redefina su rol interviniendo activamente y direccionando la economía. Se plantea a sí mismo como generador de empleo y marcando el rumbo del desarrollo. Pero, a la vez, incita la generación de “nichos de oportunidad” para el desarrollo de estrategias de asociación público-privada como también netamente privadas.

- Las políticas pro PyME´s y en favor del capital desconcentrado. Entendemos por capital desconcentrado al conjunto de pequeños productores rurales y urbanos, microempresarios y PyME´s como también a los actores de la economía social como cooperativas, mutuales, fábricas recuperadas y microemprendedores, ferias, etc. Es imprescindible  intervenir en el mercado de trabajo no sólo desde la oferta ni sólo desde comunicación con el sector formal sino mediante programas sectoriales para el desarrollo de la producción y el empleo orientados a mejorar la competitividad sistémica de los distintos sectores, ramas de actividad y actores económicos poniendo asimismo en el centro de las políticas el aumento de la inversión y el crédito.  En todo caso, esto debe plantearse como una estrategia por resultados, no sólo hay que enunciarlo sino trazarse objetivos a mediano plazo de obtener tasas de desempleo abierto cercanas al 7%. 

ii) La mejora en la calidad del trabajo. El mercado de trabajo generado por el modelo neoliberal es segmentado: tiene un sector formal, en blanco, registrado y dinámico, inserto en el mercado y otro informal, no registrado o en negro y asistido que alcanza al 47% de la PEA. Y esto implica problemas serios en el mercado laboral en términos de calidad, pero también problemas vinculados al nivel salarial y a la distribución del ingreso que es necesario modificar. 

En Argentina, en el año 2004 el 51% de la PEA no estaba registrada, hoy está en 45%, pero no deja de ser casi la mitad de la población económicamente activa. En Brasil, la tasa de trabajadores no registrados alcanza el 28,9%, Paraguay 78,8%, Uruguay 30,9%. Esto es importante, porque esta gente vive al día, no tiene derechos y gana la mitad de lo que gana el trabajador registrado, son trabajadores que están sobreexplotados, que no pueden defender sus derechos, tienen alto retorno de trabajo y bajo aprendizaje, y no pueden ser representados. 
La política de registración es clave en cuanto a la calidad del trabajo. Mejores empleos significa también reconstrucción de derechos, el mercado dejado por si solo termina casi en mano de obra esclava. La década del ‘90 fue en este sentido de fuerte destrucción de los derechos sociales. Es necesaria la reconstitución de la ley laboral, de la ley de riesgos de trabajo y del sistema previsional. Asimismo, el tema de la registración está muy conectado con la previsión social; se calcula que en los próximos diez años el 60% de las personas en edad de retirarse no se van a poder jubilar. El tema de la registración y las reformas previsionales son claves para asegurar una sociedad más homogénea, como también lo son el seguro de desempleo, la capacitación y el diálogo social. Se necesita un cambio de cultura en nuestra sociedad, ya que por parte del empresariado hay una cultura de la no distribución del ingreso, de la evasión. 
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Total  51,2 28,9 78,8 30,9 47,5

Sexo

Varones  46,5 29,0 80,5 27,3 45,8

Mujeres 58,1 28,6 74,5 35,0 49,1

Grupos de edad

15 a 24  68,2 40,6 90,3 46,2 61,3

25 a 49 44,5 23,4 74,7 26,1 42,2

50 y más  54,3 32,4 67,4 31,5 46,4

Nota:

1/ Promedio simple de las tasas de los cuatro países.

Fuente: OMTM en base a Proyecto de Armonización de Indicadores Laborales (OMTM - OIT).

Tasa de empleo no registrado en el sector privado

2° Semestre de 2004


El porcentaje de trabajadores no registrados en los países de la región no es uniforme. Según la información disponible, es en Paraguay donde se comprueba una mayor generalización de esta forma de precarización laboral. En dicho país el 78,8% de los trabajadores asalariados del sector privado se encuentra en situación de no registro. Aunque en menor medida, el empleo no registrado es también comparativamente extendido en Argentina, donde el 51,2% de los asalariados del sector privado no se halla registrado en el sistema de seguridad social. Brasil y Uruguay, exhiben, en cambio, una menor proporción de trabajadores no registrados, evidenciando en cada caso una tasa de empleo no registrado de 28,9% y 30,9% respectivamente.

A pesar de estas diferencias respecto de la incidencia alcanzada por esta modalidad de empleo precario, cabe destacar que, en términos generales, son las mujeres y los jóvenes los grupos poblacionales más afectados por estas condiciones desfavorables de trabajo. Inclusive en Brasil y Uruguay, la tasa de no registro de éstos últimos resulta comparativamente superior a la de sus pares adultos. Por otra parte, en Argentina la incidencia del empleo no registrado entre las mujeres asalariadas es sensiblemente mayor al observado entre los varones, algo que también se advierte en el caso de Uruguay.

Esta dimensión de baja calidad es importante, dado que, en la actualidad, más del 40% de los asalariados privados esta en estas condiciones. Y el costo de ser informal es alto: el ingreso promedio es casi el 50% más bajo que el de los asalariados registrados; más de la mitad de los trabajadores informales está por debajo de la línea de pobreza; el trabajador informal no puede jubilarse, no tiene obra social, no califica para el seguro de desempleo. Además de las implicaciones legales como, por ejemplo, el cobro de indemnizaciones o el acceso al crédito personal. En sentido estricto, se define como trabajador no registrado a aquellos trabajadores a quienes no se les realizan los respectivos aportes a la seguridad social y, por lo tanto, se encuentran en situación de precariedad laboral. Sin embargo, la no registración implica un aspecto de la precariedad laboral pero no el único.

De éste modo, la calidad del empleo es un concepto amplio que no sólo refiere al reconocimientos de derechos previsionales y de salud sino que la calidad del empleo atañe también al nivel de salario y a las condiciones laborales, ya sean malas condiciones de trabajo, extensión excesiva de la jornada de trabajo, sobreexplotación, trabajo insalubre o contratos temporales, pasantías, etc.
 Sobre todo en sociedades donde las jornadas semanales de trabajo han llegado a ser de 60 horas diarias porque el manejo de las condiciones de trabajo por criterios del mercado laboral ha llevado a una pauperización de los trabajadores, y una excesiva concertación en la distribución del producto bruto interno, que son sociedades de las más inequitativas del mundo.

Por todo esto, es necesario avanzar en la reconstrucción de los seguros sociales: eliminados o flexibilizados por las políticas neoliberales de la década del ´90 (previsión, salud, seguros de desempleo, etc.). Esto implica revertir la dualidad del mercado de trabajo que supone la existencia de ciudadanos de primera, con derechos, y de segunda, sin ellos. Es una señal en cuanto a recrear un proyecto colectivo, recuperar un sentido de unidad dejando atrás la fragmentación. Es volver a darle al trabajo la identidad de “norma social” y de “relación social” más que el carácter individual y de mercancía que impuso la desregulación de los mercados.

Esto supone fortalecer el diálogo social entre sindicalistas, empresarios y Estado, pero también cambiar culturas empresariales promoviendo la adopción de comportamientos responsables, tanto de empresarios como de trabajadores y del propio Estado, contribuyendo a la buena gestión y mejor percepción de los riesgos que origina el incumplimiento normativo.
 Entre las cuales se destacan: mejorar la competitividad de las empresas, sanciones sociales para quienes incumplen y estímulos al cumplimiento.

iii) Aumentar la empleabilidad y productividad. El crecimiento, la productividad y competitividad de las economías de la región, están indisolublemente asociados, en el mediano y largo plazo, a la educación y formación profesional de la población de los países. La equidad de la distribución de las oportunidades de empleo depende también de la cobertura, la duración y la calidad de la educación inicial de la población y de la equidad en el acceso a oportunidades de formación permanente y reconversión profesional a lo largo de la vida activa de las personas.

Los mercados de trabajo del bloque regional dan cuenta de la incidencia de la calificación de las personas en las tasas de empleo en los cuatro países. Sus políticas de empleo deberán incorporar como una de sus dimensiones estratégicas, políticas orientadas a la universalización de la educación básica, el incremento en el número de años de formación inicial de los jóvenes, la mejora de la calidad de los aprendizajes y la promoción de mecanismos que faciliten su incorporación al primer empleo. También deberán promover el desarrollo de sistemas de formación profesional continua para la población activa que acompañen tanto la evolución de las actividades económicas de los países, como las distintas situaciones que enfrentan las personas en su vida laboral.

La educación y la formación profesional de los trabajadores son variables fundamentales que determinan el acceso a las oportunidades laborales. Esto se verifica claramente en los países del MERCOSUR, cuando se advierte que la tasa de empleo de las personas con menos de seis años de educación es inferior en diez puntos porcentuales a la media general y 26 puntos menor a la tasa de empleo de la población con educación terciaria o universitaria (48,6%, 57,0% y 72,2% respectivamente). Estas diferencias se reproducen con similar intensidad en cada país, con la sola excepción de Paraguay en donde la brecha se reduce aunque persiste una diferencia considerable. Es claro, entonces, que el nivel educativo es una característica relevante que determina la empleabilidad de los trabajadores de la región.

Diversos indicadores abonan el diagnóstico de un creciente descalce que se está produciendo entre la demanda de las empresas de mano de obra más calificada y la oferta. Se podría analizar este gap tanto en el sector industrial y agrario como en el de servicios.

[image: image4.emf]Argentina  Brasil  Paraguay  Uruguay 

MERCOSUR 

1/

Total  54,5 53,4 63,2 52,9 56,0

Hasta 6 años 39,6 45,9 60,3 37,3 45,8

De 7 a 9 años 48,2 50,9 62,6 52,2 53,9

De 10 a 12 años 55,8 63,2 61,1 57,8 60,0

13 años y más 68,2 75,8 74,8 69,9 72,2

Nota:

1/ Promedio simple de las tasas de los cuatro países.

Fuente: OMTM en base a Proyecto de Armonización de Indicadores Laborales (OMTM - OIT).

Tasa de empleo según años de estudio

2° Semestre de 2004


Respecto de la oferta, podría decirse que este creciente descalce se puede relacionar con procesos estructurales de décadas de desindustrialización y de falta de transmisión intergeneracional de los conocimientos y la inadecuada formación que reciben los jóvenes en el sistema educativo, con la ausencia de conocimientos básicos. Después de años de desfinanciamiento, la escuela pública se encuentra en crisis y no generan condiciones suficientes para la empleabilidad 
. Así, el abandono del Estado derivado de décadas de ajuste estructural terminó produciendo una desertificación social de la cual todavía no nos hemos repuesto y que afecta los vínculos sociales. Existe sin embargo en ellos una memoria sobre la importancia de la educación y de lo asalariado, como también una tendencia a creer en un progreso social sin lucha social, sin gremios, ni instituciones, ni política, es decir sin acción colectiva.

La empleabilidad es función de la educación, del capital social y de los vínculos sociales que se posean. Esto era proporcionado antes por la escuela pública, pero ya no lo es en la medida suficiente. La satisfacción de las necesidades de las personas y el disfrute de adecuados niveles de vida se producen por la concurrencia de instrumentos, mecanismos y posibilidades que tienen su origen en el sector público, privado y en el ámbito de la familia. Cuando se carece del capital social, las posibilidades de relacionamiento para acceder a empleos de calidad y limitaciones en el ámbito familiar, hacen que la acción del Estado sea fundamental para crear las condiciones para la inclusión y la adecuada calidad de vida. Una situación de bajo capital social se reproduce y termina generando bajas expectativas de lograr un empleo formal algún día, concibiendo a éste casi como utopía. Lo precario es un estilo de vida, se constituye por un presente fugaz, donde no hay proyectos de vida y donde las situaciones laborales de alta exposición a bajos salarios, precarizados y de alta rotación lo acentúan.

De este modo, se constatan problemas de capacitación ya que la escuela pública en algunos países de la región ya no satisface los requisitos de empleabilidad del sector privado y la universidad todavía no se vincula al mundo de la producción e incorporación tecnológica y de propuestas sobre la sociedad con la fuerza necesaria. 

b) Respecto de la demanda, el objetivo de aumentar la empleabilidad requiere equilibrar aquellos argumentos que plantean al desempleo sólo como un problema de calificación de los desempleados, lo cual implica cargar las tintas sobre las víctimas del proceso de concentración y fuga de capitales.  Por tanto, la empleabilidad no debería definirse sólo en función de la oferta de trabajo actualmente existente sino en función de los perfiles de desarrollo potenciales para las diversas regiones del país que se proponga. 

Son necesarias políticas de capacitación y formación profesional continua: el crecimiento, la productividad y competitividad de la economía están indisolublemente asociados en el mediano y largo plazo a la educación y formación profesional de la población. La equidad en la distribución de las oportunidades de empleo depende también de la cobertura, la duración y la calidad de la educación inicial de la población, secundaria y universitaria, así como de la equidad en el acceso a oportunidades de formación permanente y reconversión profesional a lo largo de la vida activa de las personas, tanto para ocupados como para desocupados.

Este punto tiene que ver no sólo con la política de capacitación y con su orientación  sino también con un problema de escala y de calidad en la certificación. Es decir, en relación a su impacto, si estos programas de capacitación y reentrenamiento para el trabajo tienen que ser flexibles pero sin perder la dimensión de la masividad,  no pueden quedar reducidos a programas que abarquen sólo 1.000 o a 10.0000 personas porque, si bien son programas que van en la buena dirección, son absolutamente insuficientes respecto de la escala del problema a revertir.  Por todo ello, nuestras sociedades la capacitación y el acceso al conocimiento y la información debería ser el nuevo derecho social de tercera generación. Siguiendo el tradicional esquema de derechos civiles, políticos y sociales, debería incorporarse entre ellos el conocimiento y el acceso democrático al saber, tanto para desempleados como para empleados. Es determinante de la ciudadanía el derecho al conocimiento y a la capitación como condición de inclusión y de permanencia en el sistema y de progreso social.

De allí que sea necesario apuntar a un derecho universal de capacitación vinculado al empleo. No disociar primero educación para posibilitar después la inserción laboral, sino vincular ambos en edades tempranas. Porque se sale temprano del sistema educativo, pero se tarda mucho en ingresar al primer empleo y mucho más (o nunca) al empleo registrado. Se debe asociar al empleo el derecho a la capacitación, es decir establecer un monto, o subsidio, tanto para la finalización del ciclo educativo como para el perfeccionamiento en una orientación profesional. Una prestación que sea obligatoria tanto para empleador como para el empleado y el Estado. 

Por su parte, los dispositivos para aumentar la empleabilidad de los sectores vulnerables tienen que articularse a nivel territorial con la red de intermediación pública del empleo, con oficinas públicas de empleo y los perfiles productivos locales. Para ello sería recomendable desarrollar distintas prestaciones que tienen por objetivo desplegar herramientas para la inserción laboral en el empleo privado; en el empleo público; estimular la economía social al sector del capital desconcentrado; y promover prácticas laborales con vistas a la obtención de un empleo de calidad.

Junto con ello, deberán profundizarse los programas de certificación de competencias laborales. La articulación de la sociedad del conocimiento a la productiva en sus diversos niveles, requiere capacitaciones puntuales y especificas, que implican acciones públicos/privadas ya sea por sectores de actividad o en cadenas productivas para dar respuesta a los problemas de calificación y ampliar las oportunidades y la calidad del empleo. En síntesis, se trata de llevar a cabo una apuesta significativa a la articulación de la sociedad del conocimiento con la productiva en sus diversos sectores, pero  una articulación que permita un acceso al conocimiento más democrático y más amplio.

iv) Disminuir la vulnerabilidad. La sociedad fragmentada es una sociedad heterogénea, diversa, que impide cualquier tipo de simplificación respecto de cómo encarar la lucha contra la pobreza y la situación de los sectores más vulnerables. El sufrimiento social, la deuda social contraída por el Estado y los sectores que se beneficiaron por el anterior modelo es bien conocido y revertir la vulnerabilidad requiere de un esfuerzo especial. Si los jóvenes son el futuro de una sociedad, el problema que se presenta es importante sobre todo cuando una gran parte de ellos no ven ningún futuro para sus vidas. Es necesario revertir  una desertificación social de casi tres décadas, lo cual no es fácil y no se logra sólo en tiempos cortos sino con programas fuertes y de mediano plazo. En este sentido, si bien la vulnerabilidad de ciertos sectores es más amplia,  uno de los problemas centrales es la inserción laboral,tanto el logro del primer empleo como la reincorporación en determinados sectores y edades o el mantenimiento en determinado tipo de ocupaciones.

En todo caso, podemos identificar algunos de los sectores vulnerables para planes de corto y mediano plazo como son los jóvenes de 15 a 24 años (en inserción laboral); las mujeres jefas de hogar (inserción o reinserción); los mayores de 54 años (reinserción); y los sectores vulnerables de la economía social (mantenimiento laboral) o el trabajo infantil (como ingreso prematuro). Son sectores vulnerables en particular:

a) Los jóvenes sin futuro, son el segmento más vulnerable dado que triplican las posibilidades de un adulto de estar desempleados. Dentro de éste segmento de los jóvenes, quienes más problemas de empleo tienen son los adolescentes, las mujeres y aquellos que cuentan con baja calificación. En total, en Argentina, representan el 39,7% de la tasa de desempleo, es decir que 663.000 personas entre 15 y 24 años están desocupados. De ellos el 49% no tiene el secundario completo, reforzando la tendencia a obtener empleos temporarios y de mala calidad. La poca calificación y el ingreso temprano al mercado de trabajo constituyen la principal causa de elevadas tasas de desempleo. Uno puede tener políticas universales, pero también es importante tener en cuenta que hay sectores sociales que requieren políticas más específicas –aunque no por ello focalizadas- como por ejemplo los jóvenes: en donde la proporción de desempleo juvenil en el 2004 en Argentina era del 25%, en Brasil del 18%, en Paraguay del 17% y en Uruguay del 25%. Hay muchos aspectos de la vulnerabilidad, como la situación de las mujeres, la situación de los mayores de 45 años que perdieron el empleo y no pueden reingresar, la economía social en sectores vulnerables. 

b) Las mujeres jefas de familia en una familia en riesgo (contempladas en el Plan Jefes y Jefas de Hogar Desocupados) y aquellas otras no jefas de hogar constituyen un sector de alta vulnerabilidad. Según datos de Argentina, éstas últimas son el núcleo más duro del desempleo dentro del segmento de adultos entre 25 y 54 años y representan el 21% de la población desocupada, es decir 366.000 personas. De ellas, el 42,8%, no posee secundario completo. Se constata que, a menor nivel educativo de las mujeres, mayor es la tasa de desempleo y menor su tasa de actividad.

c) Los mayores de 54 años representan, en Argentina al 11,6 % de los desempleados y equivalen a 195.000 personas. Para los adultos entre 55 y 64 años, el principal problema radica en las dificultades para conseguir trabajo dado la predicción por incorporar a trabajadores de menor edad. Para el caso de los mayores de 64 años que, por su edad, deberían integrar el sector pasivo, la vulnerabilidad está asociada a la cobertura limitada o a las reducidas prestaciones del sistema de seguridad social.

e) La vulnerabilidad del empleo de la economía social/solidaria. Se ha hecho mucho en relación a programas de economía social, pero es necesario dar un salto de calidad sobre los mismos si no se quiere que se constituya en una economía de pobres para pobres, marginal. En todo caso, se propone concebir la economía social como subsistema que abarque cooperativas, empresas recuperadas, emprendimientos solidarios, dentro de un sistema que apunte a fortalecer el capital desconcentrado como herramienta de lucha contra la vulnerabilidad de ciertos sectores con eje en la generación de empleo y la mejora de la calidad del mismo (legislación laboral, registración, cobertura de ART y adecuados niveles salariales). 

Así, a modo de conclusión, se puede decir que en nuestros países existen importantes grupos o colectivos de trabajadores excluidos de las oportunidades de empleo como resultado de distintas formas de desigualdad y/o discriminación. Las causas que generan esta exclusión, así como también sus determinantes, son múltiples y variadas. Ellas pueden estar referidas a diferencias étnicas, de edad, religiosas, culturales, de género, nivel educativo u otras, y en la mayoría de los casos  afecta a personas  en situación de pobreza, profundizando los niveles de exclusión.

v) En profundizar la territorialidad en la generación de empleo. Porque asistimos a un cambio de paradigma productivo influenciado fuertemente por la globalización, donde por un lado, las ciudades y las micro regiones importan en la generación de empleo. Estos asumen un rol más activo en la generación de cadenas de valor, tramas y ambientes productivos y porque al mismo tiempo entran en contacto con actores públicos, privados y sociales en el marco de la articulación entre los distintos niveles de gobierno. Es la emergencia de una competitividad de carácter sistémica, de clusters, entornos innovadores, y que deja atrás la lógica tradicional, de empresas aisladas y municipios tratando de atraer inversiones y compitiendo entre sí, por otra de territorios y regiones organizadas y cooperando entre sí para establecer una competencia hacia fuera. En este sentido, el territorio tiene un rol mayor en cuanto a la generación de empleo y la mejora en la calidad de vida que en la etapa sustitutiva de importaciones donde las instituciones del conocimiento y las universidades adquieren particular relevancia en cuanto a la conformación de un entorno  productivo con importante incidencia en la creación de la innovación tecnológica.

El nuevo paradigma laboral y productivo tiene que ver entonces con la importancia que adquieran tanto los niveles subnacionales (locales, microregionales, regiones interprovinciales) como supranacionales (Mercosur ampliado) para la creación de empleo. Y también muestra que  algunos de los problemas en la generación de empleo de calidad derivan de la permanencia de una perspectiva centralizada, vertical y sectorial de las políticas productivas y de empleo, las cuales no contemplan al territorio como el escenario de la creación del mismo. Pero no es el único factor que afecta territorialmente a la producción: en segundo lugar, la concentración espacial de las inversiones y oportunidades es otro elemento muy importante que afecta las oportunidades de inversión y en la distribución del ingreso de carácter espacial. A ello se puede sumar la falta de articulación con los distintos niveles de gobierno y con los actores del territorio; una debilidad de articulación micro-mezzo-macro que deja una cierta inercialidad al desarrollo local y microregional respecto de la macroeconomía  dominante; y, por último, el problema de los recursos y los fondos disponibles en los diferentes niveles de gobierno para  la producción del desarrollo territorial y descentralizado.

Revertir estas tendencias permitiría conformar un paradigma productivo de competitividad sistémica más horizontal, territorial, de coordinación entre niveles y concertación de actores público privado. Porque la relevancia de la territorialidad es que es una variable que cruza transversalmente a las variables creación de empleo, calidad, empleabilidad y vulnerabilidad dado que éstas se dan en el territorio, en las ciudades y en las jurisdicciones concretas. El empleo se crea en el territorio y con la población del territorio; con ella y sobre ella hay que trabajar para generar empleo.

Aquí adquiere importancia la necesidad de un desarrollo local, microregional y regional de carácter “protagónico”, el cual también requiere de medidas para la generación de empleo de calidad, para constituirse sujeto y no sólo objeto de medidas que se generan a nivel nacional. Un desarrollo local, microregional protagónico, no ya como un proceso técnico y aislado del contexto macroeconómico nacional sino comprometido con un modelo de desarrollo inclusivo y un proyecto de país. Es decir, un modelo de desarrollo preocupado por construir tramas productivas, cadenas de valor, ambientes innovadores, ciudades científico-tecnológicas requiere del territorio y de sus actores, del sector público nacional, provincial y local y, especialmente, de la articulación público-privado con un papel creciente de las universidades e institutos tecnológicos. 

Asimismo, los sistemas públicos de empleo, constituidos por un conjunto de instituciones vinculadas en red, deberían ofrecer a los sectores más excluidos de la población trabajadora nuevas oportunidades en el tránsito hacia el empleo. La red es una herramienta privilegiada para gestionar la política de empleo y los procesos de intermediación entre los trabajadores y las empresas. Asimismo debe convertirse en un instrumento de articulación efectiva entre las políticas de protección social y las políticas activas de empleo.

A su vez, también adquiere significación el nivel supranacional. Aquí hacemos una apuesta estratégica por un Mercosur ampliado con una institucionalidad que supere la temática comercial y se oriente a lo productivo, a modificar asimetrías entre socios mayores y menores, y a generar ciudadania y subjetividad regional. Un Mercosur que se constituya en un espacio regional generador de empleos con derechos, y a la vez con instituciones capaces de orientar los esfuerzos de los agentes económicos para generar empleos suficientes y de calidad.
 En ese sentido, no es lo mismo para el empleo tener un acuerdo con el ALCA que uno con el Mercosur ampliado; así como tampoco es lo mismo un Mercosur sólo comercial que otro social y con una mayor institucionalidad que permita un proceso de reindustrialización para los distintos socios.

4. ALGUNAS REFLEXIONES EN TORNO DE LOS ACTORES ENLA CONSTRUCCION DE UN NUEVO RUMBO 
Ahora bien, un modelo de desarrollo con centralidad en el empleo de calidad no es una cuestión que tenga que ver sólo con el Estado y políticas públicas. O con el mercado y empresarios, sino un problema de diversos actores y movimientos sociales de la sociedad civil. No se construye sólo a partir de la voluntad política sino también requiere de un fuerte consenso social. Esta en juego la construcción de un rumbo estratégico y un nuevo relato que le dé credibilidad en la región. Sobre todo, porque con la crisis del modelo neoliberal también perdieron autoridad las figuras de prestigio incuestionables de entonces como los economistas ortodoxos, los organismos multilaterales o algunos comunicadores. Es decir,  ¿cuáles son ahora los liderazgos conceptuales? Y planteado también desde la ética ¿cuál es la responsabilidad de los distintos actores sociales en esta construcción del bien común en estas circunstancias?

Tal vez, el gran rescate de la problemática que plantea la relación ente ética y desarrollo tenga que ver también con la responsabilidad social de los distintos actores e individuos en la construcción de un rumbo estratégico con capacidad de universalizar los beneficios para el conjunto. No con una ética de responsabilidad, en todo caso estratégica o sólo de marketing, centrada en la imagen o de acción social micro, local, sino que recupera el bien público en una sociedad más plural y diferenciada, pero que no por ello subroga la idea de comunidad, de ciudadanía y de proyectos colectivos.

Porque así como se redefinió la vieja cuestión social, también se modificó la participación y de los actores en un paradigma que ya no es sólo estatalista, ni mercadista sino que debe integrar a la sociedad civil. En ese sentido, podríamos preguntarnos sobre la contribución del movimiento de los trabajadores al nuevo modelo de desarrollo, siendo que esta participación fuera tan decisiva en el modelo de sustitución de importaciones. Pero también debe incorporarse en esta consideración a diversos movimientos sociales más amplios, comprendiendo  por ello Ong`s , foros, grupos de protesta, organizaciones de base, grupos académicos, empresarios  e iglesias. En todo caso, nos preguntamos  ¿cómo intervienen en el actual debate respecto del modelo de desarrollo, con qué liderazgo e influencia? Porque las oportunidades de profundizar o plantear un nuevo modelo de desarrollo integral y sustentable, si bien están asociadas directamente con la política pública y al Estado, también tiene que ver con los diversos actores sociales y con sus acciones que son determinantes en cuanto a sus posibilidades.

-En ese sentido, el movimiento organizado de los trabajadores representa una parte de la población económicamente activa, pero ya no a toda. Es lo más estructurado y organizado del movimiento social, es en parte lo que quedó de la desertificación social producida por la economía de libre mercado pero representa a menos de la mitad de los trabajadores y no tiene vínculos con el mundo del no trabajo. En cierta forma, el intento de configurar un sindicalismo que articulase a empleados con desempleados fue intentado por la CTA en Argentina. No obstante poco después se mostró que las organizaciones de desocupados, o ‘piqueteros’ tendían a configurar sus propios liderazgos y formas organizativas. 

 Ahora bien, el movimiento trabajador ha comenzado a recuperar parte de autoridad y representatividad a partir de una defensa efectiva de niveles salariales respecto de la inflación, la gente comienza a referenciarse nuevamente en ellos, no obstante, debería aún participar de una visión y propuesta más amplia sobre el modelo de desarrollo con distribución del ingreso para no quedar vinculado exclusivamente a mejorar las condiciones laborales del sector formal. Porque si bien ello es necesario, lo que queda fuera de ello es mucho y todavía falta dar el salto hacia el mediano plazo,  y plantear que esta bonanza derivada del precio de las commodities y de este gran crecimiento del PBI no se agote o desperdicie y que luego volvamos a depender de crisis de precios o circunstancias internacionales en las que poco podamos influir. Que es necesario también plantearse cómo reconducir la acumulación actual hacia un sistema más productivo e integrado, con más industrias de base y mayor capacidad exportadora de valor agregado. Y esto todavía no se está discutiendo o proponiendo desde el movimiento obrero, o  en todo caso no debería reducirse el diálogo social con empresarios y Estado a salarios y a condiciones y ambiente de trabajo, sino también incorporar el modelo productivo y de desarrollo de mediano plazo. 

-El movimiento social, en todo caso ahora es algo muy amplio heterogéneo y caracterizado por distintos actores, el movimiento de los trabajadores es ya una parte de un movimiento social más amplio, fragmentado y disperso, muy distinto del que existía antes del cambio epocal, que era hegemonizado por éste y que en algunos casos tuviera fuerte vinculación con la Doctrina Social de la Iglesia. En este sentido, los trabajadores y sus gremios deberían no aislarse de estas luchas, porque este conglomerado de movimientos denuncian también las condiciones de exclusión, el deterioro de bienes públicos, o contravenciones a los de derechos humanos, intentando mediante acciones directas que se den respuestas a sus demandas en la medida que las mediaciones tradicionales, tipo partidos ya no los registran. Debería pensarse en cómo integrarlos en la configuración de alianzas productivistas-distributivas opuestas a las concentradoras, trasnacional y privatistas.

En cierto sentido la parte más dinámica de los movimientos sociales de estos últimos años de la crisis tuvo que ver con los excluidos: como el movimiento de los desempleados (piqueteros), de los sin tierra, de la economía popular, de los indigenistas; o sea los más golpeados por la nueva cuestión social a su vez fueron los más dinámicos, los que reinventaron formas organizativas y de lucha social múltiples como por ejemplo: las redes, los foros sociales y las nuevas modalidades de hacer política. 

Pero también debe considerarse  a los movimientos sociales y a los actores provenientes de los sectores mal incluidos, a aquellos que sufren bajos salarios, son excluidos del acceso a los servicios básicos, a la vivienda, a condiciones ambientales adecuadas y a problemas de infraestructura pública entre otros,  como si fueran ciudadanos de segundo nivel o en todo caso con situaciones diferenciales para la real incorporación al mercado de trabajo (ej. escuelas públicas de contención, servicios públicos de baja calidad, etc.). En todo caso son  concientes de que, a diferencia de la anterior actitud defensiva que tenian ante los ajustes del modelo anterior, ahora hay recursos en el sector publico como para satisfacer sus espectativas. Lo cierto es que el diferencial creado entre el acceso a infraestructura público y la privada en la década pasada no puede soslayarse de una perspectiva de equidad como muestra el movimiento estudiantil en el caso de Chile. Y también deben considerarse las nuevas reivindicaciones de la sociedad postindustrial, como las cuestiones de género, de medioambiente, del consumo, etc. 

 -También un nuevo modelo de desarrollo integral y sustentable es una responsabilidad social del sector del conocimiento, académico, universitario sobre todo público. Tal vez no tanto en los términos que lo plantea B. Kliskberg de formar cuadros de asistencia social, o actitud para la solidaridad y políticas puntuales de capital social, sino que en la sociedad del conocimiento y la información y la universidad pública puede recuperar parte del protagonismo perdido en los ‘90, a favor de lo privado, de las consultoras externas y de la masa crítica de los OM, de recuperar un conocimiento más endógeno y a la vez propositivo hacia la sociedad. Así como lo hicieron otros actores de la sociedad, por ejemplo la Universidad nacional desde el Plan Fénix, o algunas universidades públicas en el interior del país que se vinculan más a sus entornos productivos y sociales, y en diversos casos de los países del Mercosur. 

-Es también responsabilidad social de un rol del empresariado pero tal vez no en el sentido de marketing e imagen, o asistencial micro,  al menos de una parte de ellos también deberían ser considerados parte en una visión productiva distributiva y de coalición alternativa. Tal vez la responsabilidad empresaria es también en que medida se comprometen a una cultura del trabajo, de inversión de  mediano plazo, de la registración, es decir, no cortoplacista, de no elusión impositiva, sobre todo, aquellos empresarios PyME´s, el capital desconcentrado y de la economía social que son los eslabones débiles del capitalismo transnacionalizado y aperturista. 

-Otro de los actores posibles en esta construcción tiene que ver con los actores de la cultura con los medios de comunicación, para que no queden librados solo a la logica de la rentabilidad y sean un verdadero servicio. Y con el movimiento de Iglesias, de gran importancia en América Latina, tanto por su influencia en la construcción de un ethos comunitario o moral social, en tareas solidarias, como también en muchos casos vinculado a la generación de movimientos sociales. Las iglesias deberían incorporar la nueva cuestión social,  tanto en las causas estructurales de la pobreza y exclusión, para no restringirlo solo a diagnósticos de corrupción o de falta de transparencia y clientelismo, sino vinculado a cuestiones de rumbo, de modelos de desarrollo que efectivamente promuevan mayor distribución y empleo de la problemática de la aspiración al trabajo registrado como sinónimo de cultura del trabajo. Frente a la pobreza y la exclusión no debe responderse con asistencia y resignación, y empleos precarios, sino que es un problema de transformación, de promover energías sociales en el sentido de considerar que otro país, otra región es posible. En este cuadro se sitúa la Doctrina Social de la Iglesia, entendida como norma social que proyecta para todos los hombres (y no sólo para los creyentes) ideales históricos concretos. “El cristiano en ese sentido no puede debe contentarse con principios religiosos. Debe entrar en la historia, hacerle frente en su complejidad y promover todas las realizaciones posibles de los valores evangélicos y humanos de la libertad y la justicia (Martini, C., 1993).

Y esto esta también asociado con la construcción de la región, porque la cuestión social ya no es estrictamente nacional, y la configuración que tome es también decisiva para la vida de sus pueblos. En ese sentido en numerosos de sus documentos, la Iglesia Católica ha hecho críticas al ALCA, pero todavía no ha realizado ninguna apuesta, ninguna propuesta sobre el Mercosur o la Comunidad Sudamericana de Naciones. Así, no solamente debería incorporarse la problemática de la nueva cuestión social, sino que deberían considerarse sus causas,  responsabilidades, y posibles salidas. En este sentido, las iglesias pueden ser un actor en la construcción del nuevo rumbo. La Iglesia puede ser un actor de un diálogo profético con la sociedad que aproveche la oportunidad que existe en este momento para impulsar la transformación más que la reproducción y apuntar a la problemática de un nuevo modelo de desarrollo. La crisis es lo que habilita tanto la posible transformación como un consenso pasivo sobre la reproducción de lo anterior. 

Pero tanto, para la nueva cuestión social como para la vieja, el trabajo sigue siendo un tema central, redefinido ahora como demanda social al empleo de calidad o digno. Sigue teniendo vigencia la problemática de la subjetividad del trabajo -señalada por Juan Pablo II- sólo que más gravemente aún, porque esa subjetividad es también la del no-trabajo, que  tiene efectos particularmente desarticuladoras sobre las personas, los tejidos sociales y las familias. En ese sentido, podríamos interrogarnos sobre si es el desempleo estructural una cuestión instalada a la que habría que resignarse, naturalizarse, o señalar que son sectores socialmente irrecuperables o si, por el contrario -de acuerdo a las nuevas tendencias y oportunidades señaladas- es posible considerar estrategias más dinámicas en favor de un crecimiento alto del producto y del empleo. De reconocer  que hay condiciones objetivas para bajar el desempleo al menos a un dígito en los próximos años y significativamente los niveles de registración, y que esos deberían ser objetivos estratégicos de los distintos países de la región. 

Ahora bien, la nueva cuestión social y el nuevo movimiento social complejizan una situación que antes parecía más simple y englobada en un gran relato. A diferencia del anterior, la contradicción ahora ya no es capitalismo-socialismo, no es ese el conflicto en el que se puede presentar la opción transformadora. En todo caso, una opción transformadora más que reproductiva es, si vamos hacia sociedades más inclusivas y “para todos”, o hacia sociedades segmentadas y para pocos; si vamos hacia modelos productivos con distribución del ingreso que apunte a generar empleo de calidad, o si por el contrario, vamos a modelos productivos con alta concentración del ingreso, con competitividad “a la baja” sin control del propio destino, y  con una governanza de las corporaciones trasnacionales. En el primer caso se requiere recuperar el papel de un estado, activo, garantizar servicios básicos a sectores urbanos marginados, proponer políticas a largo plazo, de vivienda familiar, de reindustrialización a través de una alianza productiva-distributiva distinta a la rentista, trasnacional-privatista. 

Y segundo, pero coincidente con lo anterior o no disociado, es si vamos a un regionalismo integral, superando el perfil comercial del Mercosur de los noventa, ampliándolo, haciendo productivo con instituciones supranacionales, modificando asimetrías y aumentando la participación ciudadana, con empresas publicas regionales, mostrando de que otra región posible al ALCA. Es decir, con conciencia de sus propios intereses, potencialidades y valores, con identidad y capacidad de negociación conjunta frente a los distintos foros, bloques y factores de poder mundiales, o si por el contrario vamos a la nueva balcanización promovida esta vez por los TLC.

En ese sentido, una utopía post-neoliberal tiene que ver con la tarea de construcción de sociedades para todos, y un modelo de desarrollo sustentable, productivo con cohesión social y un regionalismo integral. Esto nos plantea salir de una cultura de la decadencia y desesperanza que aparecía como inevitable y reconstituir una cultura del trabajo y del empleo digno generalizado y de ampliación de posibilidades. Debemos reconstruir la utopía en un contexto posneoliberal, y ello requiere no pensar solamente en lo objetivo sino que también sobre la subjetividad de la sociedad. En particular en una sociedad fragmentada, en la necesidad de fijar rumbos,  porque la esperanza tiene que poder asirse, en avances  y metas concretas. Porque hoy gran parte de las personas  y sectores muchos de ellos, jóvenes hoy no se perciben con futuro, ni se ven en él, o se ven aún peor porque el temor y la inseguridad se plantean como agenda y recortan sus posibilidades. De modo que es necesario pensar el tema de la esperanza no tan sólo como un valor teológico sino como una categoría y valor político. 

Construir sociedades con esperanza es animarse a profundizar las grietas que la crisis del paradigma neoliberal hoy nos ofrecen. Significa comprometerse en “utopías realistas” como la de la visión de una nueva humanidad propuesta en la enseñanza social de la Iglesia; y sobre esta base es posible construir una ética realista de la esperanza. En ese sentido el ejemplo de la resolución de la deuda externa en algunos países de la región muestra cierta creatividad y formas impensables de su resolución solo algunos años atrás. Y es también la idea que es posible crear más futuro y ampliar las posibilidades de la gente ya no es sólo una cuestión nacional sino regional. Si nosotros no tenemos la capacidad regional de plantear ciertas convergencias y negociaciones conjuntas, país por país vamos a ser muy débiles frente a estos mercados y poderes globales. Ahora bien ¿quién define esto, quién es el actor o sujeto ahora de esta transformación? En qué medida podemos salir tanto del voluntarismo, pero también de la estructuración inexorable de lo global. En definitiva ¿quien tiene o dónde descansa la esperanza? Probablemente no en un solo actor, o sujeto histórico, sino en nuevas coaliciones productivo-distributivas configuradas entre Estado y la sociedad, en la responsabilidad social que asuman los distintos actores sociales, y en definitiva en uno mismo y desde el lugar en que uno se encuentre.-  
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� 	Ver de Jose Luis Coraggio, La economía social como alternativa.


� Cf.


�  Al respecto sobre la duración de la jornada de trabajo ver el revelador informe de Alfredo Monza y Claudia Giacometti, “La duración de la jornada de trabajo en el caso argentino: Análisis de la información empírica, “. OIT, Proyecto de Cooperación Técnica OIT/Gobierno Argentino (MTSS), Serie Documentos de Trabajo num. 29, Junio 2005.


� 	Nos referimos a culturas habituadas al trabajo precario, al cortoplacismo, a la falta de participación de los trabajadores, y rechazando toda modificación de la desregulación laboral generada en los 90 como contraria al clima de inversión o favorecedoras de ‘la industria del juicio’ laboral.  


� Entendemos la empleabilidad como voluntad y capacidad para adaptarse rápidamente a los cambios tecnológicos y organizacionales. J. C. Neffa, pág. 9,  “Escenarios de Salida de crisis y estrategias alternativas de desarrollo para Argentina”, El trabajo y el empleo vistos en prospectivas durante la transición. Ceil-Piette, Buenos Aires, 2005.


�  Aquí se retoma la idea de que la capacitación no se limita a un momento de la vida sino que es coextensiva al tiempo de la vida y así debe ser entendida. También ver de María A. Gallart, “Empleo, informalidad y formación. Segmentación de oportunidades laborales y formación”, Revista de Trabajo op. cit. 


 





�  	Los jóvenes  suelen tener empleados precarios, mal pagos, trabajos temporarios. Suelen tener conciencia que se maximiza costo-beneficio con ellos y que en el sector empresarial se destaca el cortoplacismo. Que esto promueve falta de compromiso, indiferencia, desarticulación y ambiente hostil e inseguridad y el clientelismo político.


� Daniel Martínez, “La generación de empleo de calidad y los procesos de integración regional”, en  Revista de Trabajo, Año 1, num. 1 Nueva época, 2005, pag. 17


� 	J. C. Scannone, D. García Delgado, (2006) Ética, Desarrollo y Región, Grupo Farell, Editorial CICCUS, Buenos Aires, 2006.
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